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EL TRIGUNAL SUPREMO DE JUSTICIA






SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado LUIS EDUARDO FRANCESCHI GUTIÉRREZ.

En el juicio que por cobro de prestaciones sociales sigue el ciudadano ALEJANDRO JOSÉ PRIETO SÁNCHEZ, representado judicialmente por los abogados Luis Servigna Acosta, Enayin Romero, Marco González Ocando, Reidelmix Barrios y Leandro Ramírez, contra la sociedad mercantil AVENTIS PHARMA S.A., (anteriormente denominada Hoechst Marion Roussel, S.A.), representada judicialmente por los abogados Juan Carlos Varela, Liliana Salazar Medina, Ricardo Alonso, Emma Neher, Antonio Rodríguez, Edhalis Yurie Naranjo, Valentina Mastropasqua, Jair de Freitas, Ricardo Cruz Rincón, Gerardo González, Ricardo Andrés Cruz Bavaresco y Thomas Diego Cruz Bavaresco; el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, mediante sentencia de fecha 28 de junio de 2007, declaró con lugar (rectius: sin lugar) el recurso de apelación ejercido por la representación judicial de la parte actora, confirmando de esta manera la decisión proferida el 27 de marzo de 2007, por el Juzgado Tercero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, la cual declaró sin lugar la demanda.

Contra la decisión emitida por la Alzada, la representación judicial de la parte demandante anunció recurso de casación, y una vez admitido, fue remitido el expediente a esta Sala de Casación Social.

Fue formalizado oportunamente el recurso. Hubo impugnación aunque extemporánea.

En fecha 27 de septiembre de 2007, se dio cuenta en Sala designándose ponente al Magistrado Luis Eduardo Franceschi Gutiérrez.

Por auto de fecha 10 de abril de 2008 fue fijada la celebración de la audiencia oral, pública y contradictoria para el día 22 de mayo de 2008.

Celebrada la audiencia y habiendo esta Sala pronunciado su decisión de manera inmediata, pasa a reproducir la misma en la oportunidad que ordena el artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, bajo las siguientes consideraciones:

DEL RECURSO DE CASACIÓN

-I-

Con fundamento en lo establecido en el numeral 1 del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se delata lo siguiente:

(…) denuncio como quebrantamiento de forma sustancial en el proceso que ha causado indefensión a mi representado y tenido trascendencia en la dispositiva del fallo, las actuaciones tanto del Juzgador de Primera Instancia como las consideraciones y motivaciones sostenidas y plasmadas en las sentencia (sic) el Juzgado Superior de cuya sentencia se recurre, consistentes en la OMISION TOTAL SOBRE LA PROMOCION Y EVACUACION DE LA PRUEBA DE EXPERTICIA PROPUESTA POR LA REPRESENTACIÓN DE LA PARTE ACTORA EN LA AUDIENCIA DE JUICIO (…) al haber sido promovida Experticia sobre unos Correos Electrónicos y NO PRONUNCIARSE SOBRE SU ADMISIÓN O NEGATIVA, SITUACIÓN ESTA QUE NO FUE CORREGIDA POR EL JUZGADO SUPERIOR MAS AUN CONFIRMADA (…).

(…) existe un reconocimiento expreso por parte de la Juzgadora Superior que efectivamente el Juez de Juicio no realizó pronunciamiento alguno sobre la admisión de la experticia o de la prueba solicitada pero por lo menos debería pronunciarse para saber cual fue el motivo o razón que obtuvo para negar la prueba ya que hasta los actuales momentos NINGUNO DE LOS JUECES QUE HAN CONOCIDO DE LA PRESENTE CAUSA A EXPRESADO LOS MOTIVOS QUE TUVIERON PARA NEGAR LA EVACUACIÓN DE LA EXPERTICIA (…) se violaron con esta conducta formas sustanciales, específicamente la contenida en el Artículo 76 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, conjuntamente con normas de rango constitucionales como la contenida en el Artículo 49 de la Constitución Nacional relativo al debido proceso, específicamente la contenida en el Numeral 1 del citado Artículo que expresa que toda persona tiene derecho de acceder a las pruebas y de disponer del tiempo y de los medios adecuados para ejercer su defensa. Asimismo y en consonancia con el citado Artículo 49 de la Constitución Nacional se ha inobservado con la conducta decisoria recurrida el contenido del Artículo 257 que establece que el proceso constituye un instrumento fundamental para la realización de la justicia.

(…) En el presente proceso se cerceno (sic) el Derecho a Prueba (…).

Para decidir observa esta Sala, que en torno al particular, la sentencia recurrida es del siguiente tenor:

(…) correos electrónicos, insertos en los folios Nro. 96 al 99 (ambos inclusive) de la presente causa, marcados con las letras ‘M, N, O y P’, los cuales fueron desconocidos e impugnados por la parte demandada, razón por la cual esta Juzgadora no les otorga valor probatorio a los mismo, (sic) aún cuando se observa que uno de los puntos de apelación de la parte accionante es la falta de pronunciamiento del Juez a quo referente a la solicitud por ella realizada de la evacuación de una prueba de experticia, la cual fue solicitada con la finalidad de (sic) donde o de que servidor provenían los correos electrónicos, ahora bien con respecto a este punto de apelación observa esta Juzgadora que el mismo es improcedente (…).

(…) los correos electrónicos promovidos de forma impresa, debe demostrarse su integridad a través de otro medio de prueba, pero es el caso que el Juez de Juicio es el que esta (sic) facultado para decidir de conformidad con lo dispuesto en el artículo 156 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, sobre la petición de alguna de las partes o de oficio, para evacuar cualquier otra prueba que considere necesaria para el mejor esclarecimiento de la verdad, pero si bien es cierto que la ley le otorga dicha facultad, el mismo no está obligado a ordenar la evacuación de cualquier prueba que le sea solicitada por cuanto si éste la considera innecesaria e impertinente puede no hacerlo, así pues, tal y como se observa en el caso de autos el Juez a quo no realizó pronunciamiento alguno sobre la admisión o no de la experticia solicitada por el representante judicial de la parte demandante durante la celebración de la Audiencia de Juicio, por lo que su silencio se debe entender como una negativa a dicha admisión, en consecuencia, quien juzga decide que a las presentes documentales impugnadas y desconocidas no se les otorga valor probatorio alguno (…).

En tal sentido, es menester recordar que el artículo 73 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo preceptúa que “La oportunidad de promover pruebas para ambas partes será en la audiencia preliminar, no pudiendo promover pruebas en otra oportunidad posterior, salvo las excepciones establecidas en esta ley”.

De tal modo, que la norma contenida en el artículo 156 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, tiene un carácter excepcional y como bien lo establece el sentenciador de Alzada en ésta se le otorga una facultad al Juez, no un mandato de hacer, toda vez que señala: “El Juez de Juicio podrá ordenar, a petición de parte o de oficio, la evacuación de cualquier otra prueba que considere necesaria para el mejor esclarecimiento de la verdad; también podrá dar por terminados los actos de examen de testigos, cuando lo considere inoficioso o impertinente”.

En este orden, observa esta Sala que si bien es cierto, el a quo silenció en su fallo cualquier pronunciamiento en torno a la prueba de experticia promovida en el marco de la audiencia de juicio, tal como se evidencia al folio 624 del expediente, se desprende también del acta contentiva de la última prolongación de la audiencia de juicio la cual riela al folio 627 del expediente, que el juez de juicio soberanamente negó dicho pedimento en su oportunidad. En virtud de lo cual podría decirse que la motivación fue exigua al no incorporar en la sentencia definitiva ninguna mención a este asunto, pero es incierto que el Juez no se haya pronunciado sobre la admisión o negativa de la prueba.

Así las cosas, esta Sala no encuentra en la decisión recurrida el vicio que se le imputa, toda vez que se ha sostenido en innumerables sentencias que existe indefensión o menoscabo de formas sustanciales de los actos que menoscaben el derecho a la defensa de las partes, cuando por actos del tribunal se niega o dificulta a una de las partes el ejercicio, en los términos previstos en la ley, de la posibilidad de formular alegatos o defensas, de promover o evacuar pruebas, o de recurrir la sentencia que considere le causa un gravamen. Al respecto, debe insistirse en el carácter excepcional que tenía la admisión de la prueba en el presente caso, al ser promovida en una oportunidad distinta a la prevista en la ley, con lo cual quedaba supeditada su admisión a la potestad discrecional del juzgador, razón por la cual no estamos en presencia de un caso de indefensión como alega la parte recurrente, por lo que resulta ajustada a derecho la conclusión a la que arribó en este punto el juzgador de alzada.

Como resultado de lo expresado, deviene la improcedencia de la actual denuncia.

-II-

En segundo lugar, adujo el proponente del recurso que la sentencia comporta un error en la interpretación del contenido y alcance de una disposición expresa de la ley, ello con base en lo siguiente:

La presente denuncia la sustentamos en la declaración contenida en la sentencia recurrida cuando expresa un (sic) errada interpretación del Artículo 125 de la ley Orgánica del Trabajo al fallar de manera evidente y desconociendo el contenido de la materia sustantiva (…).

(…) la Sentenciadora yerra de manera obvia y notoria en la interpretación de las normas sustantivas ya que la norma citada en la recurrida debe ser interpretada conjuntamente con los (sic) dispuesto en los Artículos 100 y 103 de la Ley Orgánica del Trabajo (…).

De manera notoria se puede observar el error in iudicando que comporta la sentencia recurrida al establecer de manera expresa pero errada que el Retiro del trabajador ya sea Justificado o Injustificado no hace beneficiario al trabajador de la (sic) indemnizaciones previstas en el Artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo.

Al respecto, aprecia esta Sala lo siguiente:

Ciertamente, tal y como expresa quien recurre es errada la afirmación efectuada por el operador de justicia, quien establece luego de citar el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, que: 

(…) el requisito indispensable para que opere la procedencia de la indemnización que establece la mencionada norma, el cual es el que la causa de la terminación e (sic) la relación laboral sea por despido efectuado por el empleador y no por retiro ya sea justificado o injustificado, como pretende el demandante de autos (…).

Sin embargo, pareciera que en lugar de un error en la interpretación del artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, lo que pretendió delatar el impugnante fue la falta de aplicación de los artículos 100 y 103 eiusdem, ya que efectivamente son dichas normas las que contemplan que:

se entenderá por retiro la manifestación de voluntad del trabajador de poner fin a la relación de trabajo (…) el retiro será justificado cuando se funde en una causa prevista por esta ley, y sus efectos patrimoniales se equipararán a los del despido injustificado. (Artículo 100 de la Ley Orgánica del Trabajo).

Por su parte, el artículo 103 de la citada ley, consagra las causas de retiro justificado, específicamente en el literal g, “cualquier acto constitutivo de un despido indirecto”.
No obstante lo referido, es menester resaltar que la causa de culminación de la relación de trabajo en la presente causa fue uno de los aspectos controvertidos. Al respecto, consideró el a quo que si bien el actor alegó que el cambio en el sistema de comisiones a partir de mayo de 2005, le ocasionó una desmejora en sus condiciones de trabajo, hecho constitutivo de un despido indirecto, sin embargo, al ser aceptada por el actor esta circunstancia sin ejercer ningún reclamo dentro de los 30 días siguientes a dicha fecha, operó el perdón de la falta, por lo que debe entenderse que la causa de la terminación de la relación laboral fue la renuncia del trabajador y no el retiro justificado alegado por éste. Así, lo estableció también el Juez de la recurrida, cuando consideró demostrado al folio 684 de la sentencia por él proferida que el actor “decidió de forma voluntaria renunciar al cargo que venía ocupando en la empresa”.

Aunado a ello, se observa que el juzgado de primera instancia para declarar improcedente el pago del aludido concepto, agregó al argumento concerniente al perdón de la falta, que las funciones que el actor alegó desempeñar, se corresponden con las de un empleado de dirección y que por lo tanto éste, no estaba amparado por la estabilidad prevista en el artículo 112 de la Ley Orgánica del Trabajo.

Informado lo anterior, al ser la renuncia la causa de la terminación de la relación de trabajo, se explica entonces que el sentenciador de alzada no aplicara las normas que se han delatado como infringidas y declarara improcedente, aunque con un fundamento equivocado, la indemnización establecida en el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo.

En consecuencia, se concluye que aunque el Juez Superior cometió un desacierto con sus aseveraciones respecto a la improcedencia de la indemnización reclamada por el actor, se desprende de actas del expediente que la misma no era procedente en derecho, por lo que el error no fue determinante en el dispositivo del fallo.

Como corolario de lo anterior se desestima la actual delación.

-III-

Se denuncia el error y la falsedad en la motivación. En torno al particular, esgrime quien recurre lo siguiente:

(…) la recurrida en la parte de valoración de las probanzas incurre en manifiestos errores de carácter interpretativo y en ausencia total de la aplicación de máximas de experiencia y de lógica por cuanto al analizar una serie de pruebas lo hace de manera equivoca (sic) y omisiva (…).

El sentenciador de manera errada interpreta las probanzas tanto de las documentales como de la Prueba de Inspección de una manera totalmente distinta a lo alegado y recalcando que muchas de las documentales fueron debidamente aceptadas por la accionada y en tal sentido debió la Juzgadora otorgarle el valor con el cual fueron promovidas, en el soporte de la decisión se observar (sic) reiteradamente un error interpretativo de las probanzas ya que les otorga una valoración totalmente distinta e infundada ya que a pesar que en las Audiencias de Juicio y Apelación efectuadas en el presente proceso se explico (sic) que efectivamente se enunciaba el pago de Sábados y Domingos asimismo en las Audiencias correspondiente (sic) se explico (sic) a los Jueces en que (sic) consistían los pagos es decir que de un análisis de los sobres de pago se puede observar que se tomaba parte de las comisiones y se cancelaba los sábados y domingos pero en (sic) presente caso le basto (sic) a la Sentenciadora limitarse a expresar que los recibos cancelaban Sábados Domingos y Feriados (sic) ya con dicho enunciado bastaba para establecer que se cancelaba el pago de Sábados, Domingos y Feriados, cuando en realidad este mecanismo es el que defrauda a los trabajadores.

La Sala para decidir estima que:

Lo transcrito previamente, constituye el único argumento del impugnante para atacar la errada valoración de las pruebas y la falsedad en la motivación denunciada, por lo que la Sala se ve impedida de comprender el exacto alcance de la delación.

En todo caso, se logra extraer de lo expuesto en la audiencia que con motivo del presente recurso fue celebrada en su oportunidad, que la disconformidad con el fallo cuya nulidad se pretende radica, además de lo expuesto en las denuncias que anteceden, en el valoración que el sentenciador le dio a los recibos de pago consignados, ya que no le otorgó el mismo valor que se perseguía con su promoción, que no era otro que demostrar que la accionada descontaba de las comisiones, el pago de domingos y feriados; para ello, dichos recibos debían adminicularse con los correos electrónicos a los que se hizo mención supra.

Al respecto, en múltiples oportunidades se ha insistido en torno a que los jueces de instancia son soberanos en la valoración de las pruebas y es así como se constata que la alzada valoró todas las pruebas evacuadas y estableció en atención a las mismas, que la parte demandante no cumplió con su carga probatoria, por cuanto de un exhaustivo análisis realizado a las pruebas aportadas, éstas no demostraron la procedencia de los conceptos reclamados. Específicamente, manifiesta la recurrida lo siguiente:

(…) de las probanzas documentales rieladas en los autos se desprende la cancelación de los conceptos relativos a incentivos de días hábiles, sábados, domingos y feriados adicional al salario o sueldo correspondiente en forma oportuna, tal como se desprenden de las probanzas de recibos de pagos producidos en los autos por ambas partes; y al no haber probado el demandante en autos situación distinta a la señalada, resulta improcedente a todas luces el reclamo traído por el demandante en virtud de los días sábados, domingo y feriados dejados de cancelar por la empresa demandada y que inciden en el cálculo de las prestaciones sociales reclamadas (…).

Así las cosas, corresponde desestimar la presente denuncia.

DECISIÓN

En virtud de las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley, declara: SIN LUGAR el recurso de casación formalizado por la representación judicial de la parte actora, en contra de la sentencia dictada por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia en fecha 28 de junio de 2007.
No hay condenatoria en costas del recurso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 64 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

No firma la presente decisión el Magistrado Omar Alfredo Mora Díaz, al no haber presenciado la audiencia por motivos justificados.

Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos de la Circunscripción Judicial ut supra identificada. Particípese de esta remisión al Juzgado Superior de origen antes mencionado, todo ello de conformidad con el artículo 176 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a  los cinco (05) días del mes  de junio  de dos mil ocho. Años: 198º de la Independencia y 149º de la Federación.

El Presidente de la Sala (E)

________________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

     Magistrado,                                                                      Magistrado y Ponente

_______________________________           ________________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO            LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ

     Magistrada,

_________________________________

CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA

El Secretario,

____________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA

R.C. Nº AA60-S-2007-001835

Nota: Publicada en su fecha a 

El Secretario,
